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REPÚBLICA DE PANAMÁ
óRcnr¡o JUDtctAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA _ SALA DE LO CONTENJCIOS(]
ADMINISTRATIVO,-

Panamá, veintisiete (27) de marzo de dos mil quince (2015)

VISTOS:

La licenciada María Elena del C. Correa Benítez, en representación de

Sandra De León Matos, ha presentado demanda contencioso-administrativa

de plena jurisdicción, con el objeto que se declare nula, por ilegal, la

Resolución de 1 de julio de 2004, emitida por el Segundo Tribunal Maritinro oe

Panamá, y para que se hagan otras declaraciones.

I, ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDADO

La pretensión contencioso administrativa de plena jurisdicción va dirigi:ia

a que esta Sala de ia Corte declare la nulidad del acto impugnado, ordene e,

reintegro de Ia demandante al cargo que desempeñaba en el Segundo Tribuna¡

Marilimo de Panamá como Oficral Mayor llll, y solicita el pago de los salarios ¡'

demás prestaciones dejadas de percibir.

La Resolución demandada fue confirmada por la Resolución S/N de 6 dt,

julio de 2004, luego de ejercido el recurso de reconsid eración. Con este riltir¡o
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resuelto se agotó la vÍa gubernativa

EI acto demandado fue expedido en ocasión de un proceso disciplinaric

que inicia el 20 de enero de 2004, luego que ia Magisirada del Segundo Tribunai

Marítimo de Panamá, licenciada Gisela Augurto Ayala. comunicara a la

licenciada Sandra de León Matos, de la apertura del Pi"oceso Disciplinario en el

cual se le imputaban cargos por supuestas violaciones a Io dispuesto en el

numeral 4 del artículo 286 del Código Judicial, y a las prohrbiciones contenlc:¡

en |os numerales 2 y I del artículo '12 del Reglamento de Carrera Judicial.

Del estudio del expediente se desprende que los cargos que se formular'

en contra de Ia Licenciada De León, son atribuidos por actos cometidos en ei

período en que ocupó la posición de Secretaria Judicial del Segundo Tribunai

Marítimo de Panamá-

La Licenciada SANDRA EDITH DE LEON |VATOS, con céduia de

¡dentidad personal B-259-'1765 y Seguro Social No. 125-1765 fue destituida

del cargo de OFICIAL MAYOR lll, cargo adscrito al Segundo Tribunal Marítirno

de Panamá, con fundamento en numeral 4 dei artículo 23 y el artículo 279 dei

Código Judicial , al haberse comprobado la infracción de los principios de éti,.;a

judicial en el desempeño de sus funciones.

II. DISPOSICTONES INFRINGIDAS Y EL CONCEPTO DE LA VIOLACIÓ¡ü.

Estima el apoderado legal de la parte actora que se ha infringido el

Articulo 288 del Código Judícial en concepto de violación directa, por omisión.

porque debe entenderse por dato cierto la exjstencia de una prueba que

involucre al funcionario contra qulen se promueve un proceso disciplinario.

lgualmente. marrifjesta que la apertura del proceso disciplinario en contra

de la Licenciada Sandra De León, se basa en tres señalamrentos proferidos

directamente por la Magistrada del Segundo Tribunal Maritimo de Panam,á:

primero, por el supuesto de haber cometido infidencias respecto a una

sentencia, situación que considera no fue debidamente acreditada; segundc, por
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haberse ausentado injustificad amente un dia, causal que sostiene no está

respaidada con pruebas; y terce:'o, por haber sustraído una serie de

documentos, situación que argumenta no encuentra sustento en señalamjento

alguno. A juicio de la demandante. estos hechos tenían que halrer sido

señalados bajo la formalidad de una declaración jurada, en virtud de la gravedad

de los mismos y por la persona que fuere afectada.

Se estima violado el Artículo 290 del Código Judicial de manera directa,

por omisión, porque asevera que su representada fue notificada de la apertura

del proceso disciplinario y en ese documento se le señalaron los cargos que se

le atribuyen; no obstante, al momento de la decisión, se le sancionó por otras

causas, fundadas en un sin número de normas del Código Judicial y dei

Reglamento de Carrera Judicial, Io que provocó que su representada quedara

en estado de indefensión frenie a los cargos expuestos en la Resolución

acusada.

Argumenta también que el literal b del Artículo 290 del Código Judicial fue

infringido de manera directa por, omisión, ya que a su juicio la Magistrada del

Segundo Tribunal Marítimo de Panamá admitió todas las pruebas de sLl

representada; sin embargo. omitió reponer los testimonios que se borraron de

Ios cassettes.

En cuanto al numeral 5, del Artículo 183 del Código Judicial, el cual

establece el deber de los Secretarios de efectuar las notificaciones y citaciones

en la forma establecida en la Ley y autorizar las que practiquen sus subalternos

. plantea la apoderada judicial de la demandante que el mismo fue violarlo por

indebida aplicación, porque no se ajusta a los hechos que sirven de fundamento

a las supuestas ilamadas de atención a su representada ni a Ia sanción que se

le impuso.

Se indica infringido el artículo 191 del Código Judicial, que se refiere a la

reserva que deben guardar todos los funcionarios judiciales sobre las

resoluciones que hayan de dictarse en los procesos. mientras no sean
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refrendadas por el Secretar¡o.

A juicio de la apoderada judicial de la demandante, el artículo 191 del

Código Judicial fue violado por indebida aplicación, toda vez que la Licenciada

Sandra de León en estricto cumplimiento de sus deberes procedió a comunicar

a un pasante de la Firma De Castro & Robles que debÍan notificarse de ia

Sentencia dictada dentro del proceso en contra de la "M/N T Port", ya que dicna

Resolución estaba previamente frrmada por la Magistrada y refrendada por su

representada como SecretarÍa Judicial del Despacho. Señala que, a ese hecho

se le está aplicando una disposición legal que no es pertinente, toda vez que no

es necesaTia la reserva indicada en el Adículo '191 del Código Judicial cuando

se trata de una Resolución oue fue firmada oor las dos autoridades del

Despacho Judicial y que estaba pendiente de notificación a las partes.

Se señalan infringido los numerales I , 9 y 14 , del artículo 183 del CóCigo

Judicial. oue establecen como deberes de los Secretarios Judiciales. dai'

cuentas diar¡amente a sus superiores de los negocios que se hallen en estado

de dictarse alguna Resolución. y de presentar a su superior, el primer día de

cada mes . una relación de los negocios en curso con indicación de su estado,

de las demoras que han sufrido y su motivo, cuando ello sea conocido.

Sostiene la apoderad judicial de ia demandante, la norma invocada fue

violada por indebida aplicación, porque esa norma no se ajusta a las conCuctas

que se Ie recriminan a su representada. como es el supuesto incumplimiento de

rendir informes mensuales sobre los negocios pendientes en el Tr¡bunal.

Se estima infringido el numeral 4, del artículo 2BG del Código Judicial, el

cual dispone que los funcionarios del escalafón judicial y del Ministerio Público

de igual categoría, serán sancionados d isciplinar¡amente por dar información a

,or ya, !sr w a rs, '.,s,qS personaS. opiniones. conSejoS, indicaciones o

información confidenciai en relación con asuntos pendientes en sus despachos,

que puedan ser motivo de controversia. si se comprueba el cargo-

Considera la apoderada judicial de la demandante que la norma invocad¿.
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se violó por indebida apljcaclón, porque no se ajusta a los hechos que

supuestamente dieron origen al procedimiento discipltnario en contra de su

representada. por lo que no es pertinente su aplicación.

Es señalado tamb¡én como infringido el artículo 498 y 499 del Código

Judicial, referente a los casos en que se pierde un expediente o parte de é1. E''r

esos casos, el Secretario de oficio o a petición de parte deberá informarlo al

Juez, indicando detalladamente quienes eran los interesados en el proceso, el

estado en que se hallaba en el momento de su pérdida y las diligencias

realizadas para obtener su recuperación.

Además. la apoderara judicial de Ia demandante manifiesta que Ias

normas invocadas fueron violadas de manera directa, por omisión porque

disponen el procedimiento de reposición de un expediente o parte de é1, tal

como es el caso de los testimonios grabados en el proceso disciplinario, cuyas

cintas se dañaron parcialmente. antes de su transcripción. Estima. que el

Tribunal únicamente puede desistir de las pruebas que hayan sido evacuadas

dentro del término, no de los testimonios ya practicados.

Se señalan infringidos los numerales 4, 6,7, 17 y 21 del Artículo 417 i:,1

Código Judicial, los cuales disponen que los funclonarios y empleados de i

Organo Judicial y del Ministerio Público, cada uno, según la naturaleza de las

funciones de las que estén investido, están obligados a observar y cumpl¡r las

reglas de ética judicial, entre ellas. a ser mesurado atento paciente e imparcial

como corresponde a la altís¡ma misión de administrar justicia; no obstante

considera que la conducta de la Magistrada del Segundo Tribunal Marítimo no

se aJUSta a estos parámetfos.

En cuanto ai artículo 475 del Código Judicial, Ia apoderada judicial de ia

demandante plantea que la norma invocada fue violada de manera directa, pcr

omisión. porque en la Resolución acusada de ilegal, la Juzgadora debió haberse

pronunciado única y exclusivamente sobre los hechos que dieron origen a ios

cargos, y se le sanciona por otras violaciones.
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Se indican violados los numerales 1 y 2 del articulo 286 del Código

Judicial. A juicio de la apoderada judicial de la demandante, el numeral 1, del

artículo 286 del Código Judicial; los cuales disponen que los servidores públicos

del escalafón judicial y los del Ministerio Público de igual categoría. serán

sancionados disciplina riamente el primero considera que fue violado por

indebida aplicación, loda vez que se intentó adecuar una supuesta conducta de

la Licenciada Sandra De León a lo dispuesto en ese numeral. Con relación al

numeral 2, se indlca que este no es aplicable a la Licenciada Sandra De León

Matos, toda vez que la ausencia que se le atribuye no se extiende a un día

comp leto.

Por interpretación errónea de Ia Ley. el artículo 331 del Código Judicial se

estima infringido por cuanto el alcance o sentido dado a la norma en la

Resolución No.60. es contraria con la naturaleza propia cle ia disposición

jurídica, toda vez que esta preceptúa que el Ministerio Público esta organizado

dentro de un sistema vertical en que el o la Procuradora General de la Nación,

es la autoridad máxima a la que están subordinados todos los demás

funcionarios de instrucción de menor jerarquía.

De igual forma, consideTa que se ha infringido el ariiculo 783 del Código

Judicial, el cual dispone que las pruebas dellen ceñirse a la mater¡a del proceso

y son inadmisibles las que no se refieren a los hechos discutido, así como las

legalmente ineficaces, toda vez que el Tribunal Marítimo solicitó la práctica de

varias pruebas que no se refieren a ia materia del proceso disciplinario.

El artículo 792 del Código Judiciat, que dispone que para Ia apreciación

de las pruebas. éstas deben solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso

dentro de los términos u oportunidades señaladas en el Código, la apocierada

judicial de la demandante sostiene que dicha norma fue infringida de manera

directa, por omisión, ya que las pruebas solicitadas de oficio por la Jueza se

incorporaron al proceso sin la debida intervención de la parte contra la cual se

estaban presentando éstas, luego de preclu¡cto el ténrlino probatorio.

':



Estima violado el artículo 833 del Código Judicial, qrre se refiere a la

forma como las pruebas deben aportarse ai proceso: en original o en copias

autenticadas. Sostiene la apoderada judicial de la demandante que la norma

invocada fue violada de manera directa, por omisión, ya que el Segundo

Tribunal Marítimo de Panamá aporló pruebas documenta¡es que consistian en

copias srmples del expediente personal de la Licencrada Sandra De León.

La apoderada judicial de la demandante manifiesta que el artículo 12 del

Acuerdo número 46 del 27 de septiembre de 1991 fue infringido por indebida

aplicación, toda vez que el mismo se refiere a la prohibición de revelar a

terceros o a los medios de comunicación salvo autorización expresa cualquier

información que dimane de los procesos. Ahora bien, en los hechos que se

atribuyen a la Licenciada Sandra De León procedía la notificación a las partes,

situación que se puso en conocimiento de un pasante de Castro & Robies,

siendo que ésta era la apoderada especial de la M/N TROPICAL REEFER no a

un TERCERO ni un medio de comunicación.

Se aduce la violación dei artículo 778 del Código Judicial, el cual dispone

que las causales de impedimento y recusaciones de los Jueces también son

aplicables a sus suplentes y Secretarios. Se estima infringido el ar1ículo 779 del

cAAina lr¡¡li¡i¡l ót ^,,^l ^^+^L.r^^^ ^..- r^^ ^^..^rloc do irnnadirnantne rrv\r\rtVV uLr\rruiorj sr Uuoi cstdtrl9UE \,jU(' ,clD VdU¡qrvo uu r' rrlJvur¡ rreIrvo y

recusaciones de las partes se aplican también a sus apoderados.

lVlanifiesta Ia apoderada judicial de la demandante que las normas

invocadas fueron violadas por indebida aplicación. porque su representada rro

se encontraba en el Tribunal cuando se recibió Ia demanda en contra del "MiN

ROBERTO M", por lo que las normas invocadas sobre impedimentos y

recusaciones no eran aplicables al proceso disciplinario.

Se estima violado el numeral 2, del artículo 146 de Ia Ley 8 de 1982, oue

d¡spone que el Juez Marítimo no puede conocer de un asunto en el cual esté

impedido, por tener interés direcfo o indirecto en el mismo. Se señala infringido

el articulo 62 de Ia Ley B de 1982, el cual dispone que las causales de
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impedlmentos y recusaciones de los lueces se aplican a sus subalternos.

Manifiesta la apoderada judicial de la demandante que las normas señaladas

han sido violadas por indebida aplicación, porque no se aplican a los hechos

expuesios y acreditados en el proceso disciplinario.

Se señala infrinaido el artículo 103 del Acuerdo Num 46 de 1991 el cual

dispone que para la aplicación de una sanción disciplinaria a un funcionario, se

le deberá tomar en cuenta la gravedad de Ia falta. la conducta que ha man.tenictr

en Ia institución y demás circunsiancias que contribuyen a atenuar o agravai

una medida punitiva. El cargo de infracción es violación directa. por omisión, con

sustento en que la Jueza del Segundo Tribunal Marítimo dejó de aplicarla err

detrimento de la Licenciada Sandra De León.

Se estima violado de manera directa el numeral 4 del artículo 23 oel

Código Judicial, el cual dispone que los cargos de voluntaria aceptación se

pierden por sus titulares. entre otras cosas, por haber cometido un delito o falttr

grave contra Ia ética judicial. Señala el apoderado judicial de la parte actora qe , r

su representada es una funcionaria adscr¡ta a la Carrera Judicial a la que

ingresa por concurso de méritos; por consiguiente, goza de la garantia de iar

inamoviiidad contenida en el Artículo 279 del Código Judicial, en concordancia

con lo dispuesio en el Articulo 6.1 del citado Código.

III. INFORME DE CONDUCTA DEL SEGUNDO TRIBUNAL MARITIMO DE

PANAMA.

Mediante Nota de B de julio de dos mil cínco la Magistrada del Segund,r

Tribunal Marítimo de Panamá manifestó lo siouiente:

"l 4- hi^'-é ^.^^^--l^- ¡^ r-^ ^^^i^-^^Ldv ur9¿d¡ trtuuc><¡t9) uc tdb duutullc> d Lc>

señaladas. Ia adjuntamos como prueba en virtud de
que en ellas se explica con detalle el procedimiento
disciplinario seguido a la Licda De León Matos, y en
donde se desvirtúan los cargos de ilegalidad que ésta
manifiesta se cometieron en el proceso disciplinario,
cargos que son también objeto de señalamientos en
la presente demanda contencioso administrativa.
Con el propósito también de ilustrar a la Sala,

,.-
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remitimos con este informe cooia del expediente
completo del proceso disciplinario que se Ie siguió a
la Licda De león Matos, llevado a cabo tal como Io
preceptúan las noTmas que regulan la carrera judicial
insertas en el Código Judicial, desarrollada a su vez
mediante el reglamento aprobado por la Corte
Suprema de Justicia mediante Acuerdo No. 46 de 27
septiembre de 199'1 ."

IV. OPINIÓN DE LA PROCURADURíA DE LAADMINISTRACIÓN

Mediante Vista Nc. 200 de 29 de marzo de 2006, el representante del

Ministerio Público, señala que es del criterio que la Resolución del 1 de julio de

2004, dictada por el Segundo Tribunal Marítimo de Panamá no es ilegal, porqlre

se comprobó dentro del proceso disciplinario que Sandra de León Matos

proporcionó información confidencial, relacionada con asuntos pendientes que

se tramitaban en el Segundo Tribunal Marítimo de Panamá, abandonó el cargo,

en horario laborable sin autorización de la Jueza y sin que mediara causa

justificada. sustrajo documentos de la caja fuerte del Segundo Tribunal Marítimo

de Panamá, incumplió con su deber como secretaTia judicial de dar cuenta

diariamente a sus superiores de los negocios que se encuentren en ei Tribunal,

y efectuó trámites irregularidades en los procesos que se tramitan en ei

Segundo Tribunal Maritrmo de Panamá. (Visibles a fojas 232 a 254 del

expediente).

V, CONSIDERACIONES DE LA SALA

Una vez cumplidos los trámites previstos para estos procesos,

corresponde a los integrantes de la Sala Tercera de la Corle Suprema de

Justicia pasar a dirimir el fondo del presente litigio.

COMPETENCIA DE LA SALA:

En primer lugar, resulta relevante señalar que esta Sala de Ia Corle

Suprema de Jusiicia es competente para conoceT de la acción contencioso.
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administraiiva de plena jurisdicción promovida por Ia apoderada legal de la

señora Sandra de León, con fundamento en lo que dispone el artículo 206,

numeral 2, de la Constitución Politica, en concordancia con el aftículo 97.

numeral 1, del Código Judicial y el articulo 42b de la Ley No. 135 de 1943,

conforme fue reformado por Ia Ley No. 33 de 1946.

LEGITIMACION ACTIVA Y PASIVA:

En el caso que nos ocupa, la demandante, Sandra de León Matos, como

persona natural comparece en defensa de sus derechos e intereses en contra la

Resolución de 1 de julio de 2004, dictada por Ia Magistrada del Segundo

Tnbunal Maritimo de Panamá.

Por su lado, el acto demandado fue expedido por la Magistrada del

Segundo Tribunal Marítimo de Panamá, quien es parte de uno de los tres

órganos del Estado que. en ejercicio de sus atribuciones admin istrativas, expidió

el acto demandado, razón por la cual se encuentra legitimado como sujeto

pasivo, en el presente proceso contencioso-ad m in istrativo de plena jurisdicclórr.

PROBLEMA JURiDtCO Y DECISIÓN DE LA SALA-

Como se encuentra plasmado en párrafos anteriores. la parte actora

demanda la nulidad de la Resolucion de'1 de julio de 2004, emitido por el

Segundo Tribunal Marítimo de Panamá, mediante el cual se resuelve destituir a

la Licenciada Sandra Edith De León Matos, del cargo de Oficial Mayor lll, cargo

adscrjto al Segundo Tribunal MarÍtimo de Panamá.

El problema jurídrco central que le corresponde decidir a ésta Sala se

reduce a determinar si ia Administración violó el debido proceso dentro ciel

proceso disciplinario llevado a la señora Sandra de León, cuando apiicó ia

sanción de destitución.

Para abordar el estudio de tales problemas, la Sala enmarcará su

argumentac¡ón, analizando el Titulo Xll, Carrera Judicial, ei Título XVI Capítulo
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ll, Etica Judicial, del Código Judicial y el Acuerdo No. 46 de 27 de septiembre de

'1991, que desarrolla la carrera judicial, a la luz del principio de legalidad y del

rlohi¡ln nrnnocn

En este punto. la Sala estima que, es obiigante en ei análisrs de la

materia discutida se tome en consideración, a título de referencia, ciertas

nociones que se consideran fundamentales para dar un adecuado contexto

conceptual y.jurídico a la cuestión sometida a decisión.

I. LA POTESTAD SANCIONADORA DEL ESTADO:

La potestad sancionadora del Estado, es una manifestación del ir,i.s

pun¡endi general del Estado, que le otorga legitimidad, capacidad o facultad para

cast¡gar o sancjonar.

Según la doctrina mayoritaria. el ius puniendi o Derecho represor del

Estado está integrado por dos ordenamientos: el Derecho Penal y el Derecho

Administrativo Sancionador, respondiendo ambos a unos principios básicos

comunes. elaborados tradicionalmente desde 1a dogmática jurÍdico-penal.

(Eduardo Gamero Casado. Severiano Fernández Ramos. Manual Básico de

Derecho Administrativo. España. Editorial Tecnos. 2007. 4a Ed. fs 458-459)

Por su parte, la jurisprudencia colombiana, Sala Plena de la Co¡-te

Constitucional, al referirse a la potestad sancionatoria del Estado en sentencia

de 9 de agosto de 2005, destacó lo srguiente:

"Esia Corporación ha sostenido de manera
reiterada que el derecho sancionador del Estado en
ejercicio del ius puniendi, es una disciplina compleja
que envueive. como género, ai menos cuatro
espec¡es[2], a saber: el derecho penal delictivo[3].
el derecho contravencion al[4], el derecho
d iscip linario[S] y el derecho correccionallOl. Salvo !a
primera de ellas, Ias demás especies del derecho
punitivo del Estado, corresponden al denominado
derecho administrativo sancionador[7].

El derecho administrativo sancionador, en términos
de la doctrina y la jurisprudencia constitucional,
supone una ruptura del principio clásico de la
tridivisión de poderes, en ia medida en que Ia
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represión de los ilícitos ya no corresponde de
manera exclusiva at poder judicial y más
concretamente a Ia justicia penal[8]. En efecto. el
modelo absoluto de separación de funciones del
poder públicol9l, se reveló como insuficiente ante el
incremento de deberes y obligaciones de los
particulares, como de funciones públicas de los
servidores del Estado, que ante su incumpllmiento
merecian la imposición de una sanción. Sin
embargo, no todas las infracciones eran
susceptibles del m¡smo tratamiento. pues en
atención a ios intereses que se pretendían proteger
con cada una las disciplinas del derecho punit¡vo
del Estado, se distinguieron aquellas que serían
objeto de sanción directa por la Administración. y
aquellas otras que se reservarían para la justicia
pena l".
(httn://akane.udenar.edu.co/derechopublicolJuris Dj
sciolin.htm)

Como se advierte el derecho a sancionar atribuido orincipalmente al

poder.ludicial (penal) también tiene sus matices en el ámbito administrativo.

Examinemos ahora en qué consiste o cuál es el fundamento del derecho

adm¡nistrat¡vo sancionador, disciplinario.

A. El derecho Administrativo Sancionador en el ámbito disciplinario:
La facultad, derivada del '?us punendi" se ha extendido al ámbitc

administrativo a efecto de fiscalizar los comportamientos de los administrados y

de los funcionarios de la administración adscritos a este ente, asi como para la

imposición de medidas restrictivas de derechos ante la inobservancia de las

reglas que este régimen prescribe.

En la revjsión de la jurisprudencia constitucional encontramos que err

Sentencia de 10 de junio de 2005, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia

hace referencia algunas definiciones doctrinales, en cuanto a la potestad

sancionatoria de la Administración que citamos a continuación:

"Aunado a ello, es de lugar recordar que la
Administración dentro de la que se incluye al
órgano Ejecutivo, tiene una función de
conservar el orden público, y para ello, es
necesario dictar una serie de normas
disciplinarias que no sólo se dirijan a los
particulares, sino también a los funcionarios
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públicos, Al respecto. ha indicado la doctrina
internacionai lo siguiente:

"La potestad sancionadora de la Adrninistración
es Ia atribución que le compete a ésta para
interponer correcciones a Ios ciudadanos o
administrados, por acción de éstos contrar¡os a

lo ordenado Por la
Administración."(MARIENHOFF, Miguel S Tratado
de Derecho Administrativo, Tomo L Quinta Edición,
Buenos Aires)( Demanda de Inccnstituciona lidad
pTesentada por el licenciado Martín Molina contra la
frase del Presidente de Ia República , o contenida en
el articulo 9.1 del Decreto Ejecutivo No 204 de 3 de
septiembre de 1997, modificada por el artículo 4 del
Decreto Ejecutivo No 294 del 19 de diciembre de
1997 10 de iunio de 2005)

En igual sentido, la jurisprudencia colombiana destaca Ia decisiva

impoñancia de la potestad sancionadora en el ámbito disciplinario, cuandr,

señala:

"En el terreno del derecho discÍplinario, el
derecho sancionador de la Administración se
concreta en la facultad que se le atribuye a los
entes públicos de imponer sanciones a sus
propios funcionarios."

En ese sentido, como bien lo ha señalado el autor Roberto Dromi, en su

obra, Derecho Administrativo, el poder disciplinario es el medio que cuenta la

Administración para obligar a sus agentes al cumplimiento de los deberes

específicos del servicio. es decir, es Ia facultad de asegurar el buen

funcionamiento de la función pública por parte de los agentes públicos, que en

situación de subordinación obser¡an la conducta ajustada a los deberes de la

función, y el cual exige que las sanciones de mayor gravedad sean aplicadas

sobre la base del debido proceso. (Roberto Dromi, Derecho Administrativo, l2

Edición, Hispania Libros, 2009, Buenos Aires, Argentina, página 404)

En relación a este punto debemos manifestar que el fundamento

Constitucional de la Potestad Sancionadora del Estado o de la Administración lo

encontramos en el Título Ill denominado de los Derechos v Deberes Individuales
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y Sociales, Capítulo lde Las Garantías Fundamentales, adículo 32 de nuestra

Carla Magna, que a letra dice:

"Artículo 32: Nadie será juzgado sino por auto¡idad
competente y conforme a los trámites legales, ni
más de una vez por la misma causa penal, policiva
o disciplinaria -"

De acuerdo con la norma citada en el ejercicio de esta potestad

sancionadora que tiene el Estado, en la esfera judicial como en ei ámb;to

administrativo, se tiene garantizar el cumplimiento del derecho al debido proceso

que consagra la Constitución.

En consecuencia, en cada una de las etapas básrcas del proceso

administrativo sancionador. a saber: formulación de los cargos, el momento de

ios descargos. en el periodo de pruebas y en la etapa cje la decisión de fondo de

la causa, Ia Administración tiene que garantizar el respeto del debido proceso

legal.

lgualmente. la autora Martha Inés Palacios Jaramillo, en su obra

Debido Proceso Disciplinario, indica que. "EI debido proceso en materia

disciplinaria puede deJinirse como un con.iunto de garantias previstas por la

Constitución y la ley, mediante las cuales se busca que el poder sancionatorio

del Estado no vulnere los derechos fundamentales del servidor público, cuya

conducta se investiga. Establece limites y exige el cumplimiento de ritualidades

que garanticen un equilibrio armónico entre las pades. EI Estado y el inrpiicado".

(Martha lnés Palacios Jaramillo, Debido Proceso Disciplinario, Ediciones Librería

dei Profesional, 2001, Colombia, página 50)

Ahora bien, para determinar si a la demandante se le han infrirrgido los

derechos inherentes a su condición es necesario determinar cuál es su estatus

laboral del mlsmo y si está amparada por el derecho a la esiabilidad.



l5

ll. Estatus Laboral de la Demandante

La Ley No. 19 de I de julio de '1991, establece en el Código Judicial en el

Titulo Xll, La Carrera Judicial, en su artículo 270 que. el ingreso a la carrera

judicial se hará en la forma y condiciones que se establezcan en el prr.,senre

TÍtulo, para ingresar a la Carrera Judicial es preciso cumplir con los requisitos

exigidos por la ley o los reglamentos para ocupar el cargo, para los efectos se

jnstituirá una clasificación de cargos judiciales y del ministerio público, que

servirá de base para todo lo atinente a Ia selección, nombramiento y promoción

de los funcionarios de Carrera. Esta claslficación se hará tomando en cuenta ia

funciones, responsabilidades y derechos inherentes al cargo.

fgualmente. indica que no forman parte de la carrera judicial los

Magistrados de la Corte Suprema de Jusiicia, el Procurado¡ General de la

Nación. el Procurador de ia Administración, y el personal de secreiaría y de

serv¡cio inmediatamente adscritos a los servidores públicos que no formen pai-te

de la carrera judicial, que incluye escribientes. as¡stentes, conductores, citadores

y porteros. Estos son funcionarios subalternos de Iibre nombramiento y

remoción del titular del despacho, pero tendrá derechos, obligaciones y

prohibiciones que las leyes del ramo les asignan a los otros funcionarios oel

Organo J udicial.

El artÍculo 272 del Código Judicial señala que los funcionanos del Organcr

Judicial nombrados por lo menos 5 años antes de la promulgación de la Ley Nc.

19 de 1991 que no cumplan con los requisitos que establece el Código. se ies

garantizará estabilidad mientras no incurran en causa que, conforme a Ia ley,

justifique su remoción o separación del cargo que ocupan.

Por otra pade, el Acuerdo No. 46 de 27 de septiembre de 1991,

Reglamento de Carrera Judicial, en su artículo 2, señala que. La Carrera Judicial

es un sistema científico de selección y administración del personal que ingresa

al Órgano Judicial dicha Carrera se basa en fos méritos, títulos y antecedente:,

del aspirante para ocupar el respectivo cargo. de conformidad a los requisitos
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establecidos por la Ley y los procedimientos señalados en este Reglamento y en

los manuales a que se refiere el artículo 301 de la Constitución Nacional.

La jurisprudencia reiterada de la Sala. expone que el derecho a la

estabilidad del servidor públ¡co está comprendido como un principio básico

inherente al funcionario investido por una carrera de la función pública, regulada

por una ley formal, o adquirida a través de una ley especial que consagre los

requisitos de ingreso y ascenso dentro del sistema. basado en mérito V

competencia del recurso humano. Si no es así, la dispos¡ción del cargo queda

bajo la potestad discrecional de la Administración, y no está sujeto a un

procedim iento administrativo sancionador.

Ei sustento de lc anotado se encuentra en los artículos 300, 302, y 305 de

la Constitución Nacional. en los cuales se dispone que el derecho a la

estabilidad debe ser regulado mediante una fey formal, que establezca una

carrera pública o que establezca una situación especial de adquisión clel

derecho. y está condicionado a los mér¡ios del servidor público, a la

competencia. lealtad, moraljdad y cumplimiento de deberes.

Ahora lr¡en, sobre este mafco legal, observa la Sala que la licenciada

Sandra De León Matos, al momento que se le destituyó ocupaba ei cargo de

Oficial Mayor lll en el Segundo Tribunal MarÍtimo de Panamá, sin embargo, nc,

consta documentación dentro del expediente administrativo que permita verificar

a este Tribunal que exista alguna acción de personal que haga constar ei

ingreso de Ia precitada al Organo Judicial de Panamá, por medio de ta

celebración de concurso o selecclón para ocupar la posición de Oficiai Mayor lll

en el Segundo Tribunal Marítimo, situación que impide catalogarlo conro

funcionario de carrera jud icial.

Aunado al hecho que. en atención a lo dispuesto en el artículo 272 r\el

Código Judicial la llcenciada Sandra De León Matos tampoco goza de la

estabilidad que le otorga la Ley No. 19 de 1 991 , roda vez que ingresó a la

institución el -1 de febrero de 1992. como consta en Ia cerlificación expedida poi-
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Recurso Humanos del Organo Judicial visible a foja 104 a 105 del expediente.

En consecuencia. no se acredita dentro del expediente que la licenciada

Sandra De León, gozaba de estabilidad en el Cargo de Oficiai Mayor lll al

momento que se le aplicó la sanción de destitución, es dec¡r, el cargo ocupado

era de libre nombramiento y remoción. de acuerdo a lo que establece la Ley, no

obstante. la Sala advierte que si b¡en es cierto la licenciada De León no gozaba

de estabilidad. fue objeto de un proceso disciplinario y como tal debe

cumplírsele con lo dispuesto en el mismo, lo cual implÍca que se garantice el

debido proceso.

lll. Proceso Disciplinario

Bajo este marco legal, obsenüa la Sala que el acto rmpugnado está

contenido en la Resolución de 1 de julio de 2004, emitido por el SegunCo

Tribunal Marítimo de Panamá, a través de la cual se dispone destituir a ia

licenciada Sandra Edith De León Matos. del cargo de Oficial tVayor lll, adscrjtc

al Segundo Tribunal Marítimo.

Por otra parte. se advierte que el Segundo Tribunai Marítimo de panamá

le inició un proceso disciplinario a Ia licenctada De León. el día 20 de enero de

2004. por los siguientes cargos: Ausentarse en horas hábiles clel despacho s¡n

la debida autorización, consulta y posterior comunicación a la suscrita contc

superior jerárquica, y Ia extracción de Cocumentos de la caja fuert!

especificamente los cocumentos relativos al secuestro interpuesto oor

Corporación Financiera en contra de Ia M/N "Roberlo M". incluyendo enti"e estos

documentos en certificado de garantÍa y un cheque certjficado, ambos a nomb;c.

del Segundo Tribunal Marítimo de Panamá. (Visible a fojas 11'12,97-99;

lgualmente consta en el expediente, que los cargos end¡lgados a la

iicenciada De León se le atribuyen cuando ésta ocupaba la posición de

secretaria Judicial- Ad Honorem, el cual ostentaba en ausencia del respeciivo

secretario del despacho, en atención a sus deberes como oficial Mayor lll de1
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Segundo Tribunal Marítimo, como establece el artículo 402 del Códígo Judicial, y

como consta en la certificación de Recursos Humanos del Organo Judicial

visible a f oja 104 a 105 del expediente.

Por otra parte, reposa dentro del expediente del proceso disciplinario que

la licenciada Sandra De León, había sido reincjdente en las siguientes

conductas como se ven reflejados en los memorando del 17 de enero de 2003,

2 de octubre de 2003, y 19 de enero de 2004 visibles a fojas 38- 39, 89-91 clel

expe0 rente:

Memorando del 17 de enero de 2003, dirigido a la Licenciada Sandra de

León:

''1- Los asunios del Tribunai deben ser
confidenciales, no debe ser conversado con los
pasantes, ni con ios abogados,
2-Deseo me realice un informe de los expedientes
que usted ha resuelto, durante este año, nombre de
los expedientes.
3-Deseo que todo escrito que sea presentado y
recibido ante este Tribunal, sea puesto en mi
escr¡torio a partir del día de hoy."

Memorando del 2 de octubre de 2003, dÍrigido a la Licenciada Sandra cie

León:

"Desde que usted empezó a laborar en éste tribunal
le he llamado la atención en múltiples ocasiones con
relación a Ia discreción y confidencralidad q ue debe
mantener con respecto a las decisiones que se
tomen. sin embargo. parece ser que usted ha hecho
caso om¡so de las mismas.
En su expediente. podemos observar que se le hizo
llamado de atención, esta ocasión de manera escrita
de fecha 17 de enero de 2003 en el cual le
determíné que todos los asuntos del tribunal son
estr¡ctamenfe confidenciaies en los cuales usted
debe mantener el secreto profesional. ser una
persona reservada y muy discreta, más con la
posición que usted ocupa, en el hecho de nolificar a
las partes cuando se emita una resolución en los
nrnrtr¡qnq Pnr ntr¡ l¡dn lo ra¡r rorrj¡r n¡ ro nn ¡l,rhovuw ' 

rv uevs
tener confianza ni amiguísimos hacia las pasantes y
abogadcs.
Finalmente le recuerdo. una vez más, que usted debe
cumpl¡r con los lineamientos establecidos en el
articulo 183 del Código Judicial el cual establece lo
s¡guiente:
Artículo 183: Son deberes de los Secretarios:
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-1 . Dar cuenta diariamente a sus superiores de los
negocios que se hallen en estado de que en ellos se
d¡cte algu na resolución. ....
5Hacer las notificaciones y citaciones como lo
prevenga la ley y aulorizar las que practiquen los
subalternos. "

del 19 de enero de 2004, dirigido a la licenciada Sandra De

"Desde el inicio de sus labores en este Despacho le
venido insistiendo en que los asuntos del Tribunal
deben ser confidenciales, qrre no debia darle
información a los pasantes. ni a los abogados por
teléfono y menos información relativa a la tramiiación
de medidas cautelares, cualquiera que sea su clase.
y menos la adopción de las mismas que según a Ley
deben ser practicadas inoida parte.
| é rFrf lArrJñ n¡ to a1 17 do onorn rr ? ¡Ja nntr rhro ¡laYvv e, , y - v! v!\eurv vv

2003, como ya en innumerables ocasiones le había
Ilamado Ia atención verbalmente, le entregue
memorando. de llamados de atención por escrito, del
cual adjunto copia de los mismos. .....
En torno al expediente antes señalado, le solicito que
me rinda un informe de forma escrita explicando el
por qué los documentos g uardan relación con el
secuestro de la MIN ROBERTO M, y solicitando por
la CORPORACION FINANCIERA NACIONAL, fueron
sustrajdos por su persona de la Caja Fuerte. Y sin la
debida autorizac¡ón por parte de la suscrita Jefa de
Despacho o Detición verbal o escrita.

Con relación a las ausencias del despacho en horas
hábiles, es de su conocimiento que toda satida del
Tribunal, en horas hábiles deben ser consultadas y
autorizadas ooT mi oersona como JEFA DE
DESPACHO. independientemen te de que no este en
el despacho. tal como sucedió el 9 de enero de los
corrientes.....".

Ahora bien, el Código Judicial en el Libro primero contempla los

procedimientos que se le pueden seguir a los funcionarios judiciales ante el

incumplimiento de sus deberes y prohibiciones o actuaciones contrarias a la

preceptuado, esto son ei proceso disciplinario, establecido en el Libro Primero,

Título Xll del Código Judicial, y el procedimiento por falta a la ética, contemplaclo

en el Libro Primero, Título XVl, Consejo Judicial y Etica Juoicial, Capítulo ii,

cada uno con procedimientos y sanc¡ones tipificadas.

Considera a Sala preciso señalar que en distintos fallos ha explicado la
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diferencia que existe entre los procesos disciptinaricrs y los procesos por falta a

la ética judicial y la necesidad de no confundir los mismos, una vez iniciado el

que se va aplicar, la sanción debe ser la correspondiente. Así en Sentencia de

28 de diciembre de 2007, la Sala Tercera señaló lo siguiente:

"En este análisis conviene destacar que el Código
Judicial establece ciaramente que los servidores
judiciales son susceptibles de ser encausados
madirnta I¡c cinr rionl,-- -.v-.-.,res procesos:

'1 . Procesos disciplinarios con base en las causales
tipificadas en ei artículo 286 del Código Judicial.
Estas causales, a su vez, pueden se¡'sancronadas
con arreglo al elenco que establecen los añiculos 292
y 293 del Código Judicial (amonestación, multa no
mayor de Cien Balboas; y suspensiórr del cargo y
privac¡ón de sueldo por un lapso no mayor de 30
dÍas).

? Prn¡ocnq nñr frl+- ¡ f ¡ Á+i¡r ;',¡i^i^l ^,,4r-. ,*.ra a ra euca JLrorctar que pueoe
entablarse con apoyo en las causales enunciadas en
el artículo 447 del Código Judicial, las cuales pueden
ser sancionadas con amonestación oública, multa
hasta quinientos balboas, suspensión de 1 mes a 2
:ñns de eierr:ir:in ¡lal ¡o-¡n ^ .ióct;f',^iÁn del
funcionario, según la gravedad de la falta, como lo
reconoce el ariículo 45E del citado Código.

En el caso que se examina se impuso una destitución
que no cabía en el proceso disciplinario (art.293
C J ) y se aplicó una sanción (destitución) sin
lmportar la clase y naturaleza de proceso que se
adelantaba.

Del análisis anterior es claro que la naturaleza de la
qanción nuc nnede imnnnerse al senricinr iUdiCialqr vv¡ v 

'vvr I

infráCjnr denende dirF.+2,-nania dal +in¡r rla n169956
que se le sigue, ya que, si es disciplinario tendrá
unas consecuencias diferentes a s¡ el mismo
nnrro<nnnr{o :l rlo frl¡¡- - l^ Á+i^- i,,Ai^i-l\?ur rurpvr¡ue ar u! rcr¡Lo5 d rc¡ culcr luu¡{rlcÍ.

En base a lo anteriormente expresado, es evidente,
que la autoridad que examina la conducta no puede.
a su arb¡trio, decjdir Ia clase de sanción que impondrá
al infractor, ya que la naturaleza del proceso y el
régimen legal aplicable son los elementos que lo
determinan.

Es por ello que en un proceso disciplinario no es
jurídicamente fact¡ble que se imponga una sanción
distinta a Ia prevista en Ia Ley (vgr. amonestación,
multa no mayor de cien balboas: y suspensión del
cargo y privación de sueldo por un lapso no mayor de
30 días)."

Conforme a lo indicado, en reiación a este tema. observa la Sala que r.lna
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las d isconform idades Ce la demandante radica básicamente en que, a su

criterio. ios supueslos de derecho vertidos por la Magistrada del Segundo

Tribunal que sirvieron de base para destituir a la llcenciada Sandra De León

Matos, son violatorios al debido proceso sobre la base que debró haberse

pronunciado única y exclusivamente sobre los hechos que dieron origen a lLrs

cargos, y se le sanciona por otras violaciones. infligiéndose así el contenirjo del

artículo 475 del Código Judicial, que señala:

"Artículo 475. La decisión debe recaer sol¡re Ia cosa,
cantidad, o hecho dispuesto, declaración solicitada o
el punto controvertido. ...."

Ante tales hechos, la Sala resulta preciso señalar que, el contenido del

artículo 475 del Código Judicial, disposrción del procedimiento civil, puede ser

aplicable dentro del proceso disciplinario seguido a la licenciada Sandra De

León, como norma supletoria. toda vez que la Ley No. 38 de 31 de julio de 2000

que aprueba la Ley de procedimiento administrativo. no contempla lo dispuestc,

por esta normativa.

En ese sentido. el Libro Primero. Título Xll del Código Judicial que regula

el procedimiento disciplinario, establece en su artículo 290 del Código Judicial,

lo siguiente.

"Artículo 290, EI procedimiento consistirá en:
a. Dar visia de los antecedentes por cinco días al
funcionario contra quien se proceda;
b. Admitir las pruebas conducentes que se presenten
a favor del acusado o en su contra cuando alguien
quiera hacerlo;
c. Señalar un término no menor de tres días ni mayor
de quince para su práctica;
dProcurar de oficio la comprobación de ios hechos
que constituyen la falta discipl¡naria; y
e. Oír de palabra o por escrjto al acusado y. a juicio
del funcionario sustanciador. a cualquier persona que
desee hacerlo. en un término común de cinco días."

La Sala advierte que luego de cumplidas las etapas procesales dentro del

proceso disciplinario, seguido a la licenciada Sandra De León, se aportaron ),,
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practicaron las pruebas presentadas por las partes, aunado al hecho que la

Magistrada del Segundo Tribunal Maritimo, al nromento de emit¡r su decisión

valoró el caudal probatorio, entre otras cosas, el hecho que la licenciada De

León aceptara que se ausentó del despacho el día 9 de enero de 2004, sin

autor¡zación por unos minutos a realizar una diligencia personal, y retiró los

documentos relacionados relativos al secuestro interpuesto por Corpoi'aciórr

Financiera en contTa de la M/N "Roberto M", que se encontraban en la Cajii

Fuerte del Tribunal, y se los entregó al licenciado Leovigildo Atencio. padre de

sus h¡jos, sin autorización de su superior jerárquico.

Luego de conocidos los hechos debidamente acreditados, lo que procede

es examlnar las posibles sanciones aplicables dentro dei procedim¡enfo

administrativo dlsciplinario En ese sentido, los artículos 297 y 298 del Códigc;

Judicial establecen cuales son las sanciones corresnond ientes nor infracción

disciplinaria. que letra dicen:

"Artículo 297. Cuando un servidor público del
escalafón judicial o del Ministerio Público de igual
categoria, se le haya impuesto más de dos veces la
pena de suspensión con privación de sueldo en el
iapso de dos años y se haga acreedor a nueva
sanción de la misma índole, perderá el cargo.

Artículo 298, Los secretarios y empleados
subalternos que se hallaren el algunos de los casos
del artículo 2BO serán corregidos drsciplinariamente
por el servidor público con facultad para hacer su
nombramiento. También lo serán cuando persistan en
llegar tarde al despacho, a pesar de las prevenciones
de sus superiores. Las correcciones serán:
l Amonestacíón.
2Multa que no exceda de d¡ez balboas (B/.10.00) en
los Juzgados y Personerias Municipales, de veinte
baiboas (B/. 20.00) en los Juzgados y Fiscalías de
C¡rcujto; de treinta batboas (B/ 30 00) en los
Tribunales y Fiscalia Superiores y de cuarenta
balboas (B/.40.00) en la Corte Suprema de Justicia y
en la Procuraduría Generai de Ia Nación y de la
Administración: y
3La suspensión y privación de sueldo hasta por
quince d ías. "

Ahora bien, como se desprende de Ia Resolución de 1 de iulio de 2004, a
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la Licenciada Sandra De León Matos. Iuego de comprobado los cargos, se le

aplicó la sanción de destitución, en virtud a lo dispuesto en numeral 4 del

artículo 23 y 279 del Código Judicial, que señalan. io siguiente.

"Articulo 23: Los cargos de voluntar¡a aceptación se
pierden para sus titulares.

6. Por delito o falta grave contra Ia ética judicial.
La decisión será tomada por la autoridad nominadora
previa comprobación de los hechos.

Artículo 279: Los Magistrados de Distrito Judicial. .

asi como los servidores públicos subaiternos y
amparados por la carrera judicial, son inamovibles.
En ial virtud, no podrán ser destituidos,. sino..por
falta debidamente comprobados. En ningún caso
podrá destituirsele sin ser oídos en los términos
previstos en este Título. "

No obstante, de una lectura de las normas iegales anteriores asi corno de

una revisión de Ias constancias procesales, se observa que dentro del

pfocedim¡ento administrativo en cuestión se violó el debido proceso discipiinario

Ilevado a la licenciada Sandra De León, toda vez que {a Magistrada del Segundo

Tribunal Marítimo, no aplicó la sanción correspondiente por falta disciplinaria, de

acuerdo a lo establecido en el Código Judicial. ya que sustentó la imposición de

la destitución de la funcionaria en atención a la jnfracción de los principíos de

ética judicial en el desempeño de las funciones.

Esto es así, porque como se desprende de Ia propia resolución

impugnada la autoridad nominadora. no se pronunció exclusivamente sobre los

hechos que dieron origen a los cargos, toda vez que determinó Io srgulente.

"Según lo expuesto, para esta .juzgadora, la
iicenciada De León ha conducido sus actuaciones a
margen de los principios de ética judicial.
específicamente ha incurrido en causales en contra
de la ética judicial, específicamente las previstas en
el numeral 4, 6, 7, 17,21 del artículo 447 del Código
Judicial que a letra dicen:

Articulo 447. Todos los funcionarios v emoleados
del Organo Judicial y los del Ministerio Público, cada
uno según la naturaleza de las funciones de que esté
investido, están obligados a observaT y cumplir las
siguientes reglas de ética judicial, sin perjuicio de las
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este Código.
4A ser mesurado, atento, paciente e imparcial, como
corresponde a la altísima misión de administrar
justicia;
...6. A que su conducta no sólo en el tribunal y en el
desempeño de sus funciones. sino también en los
quehaceres de la vida diaria, esté por encima de todo
motivo de reproche o de censura;
7. A combatir la inclinación de los subalternos a

abusar, por razones de amistad, de la
condescendencia del juez. en defensa de su
autoridad y de su propia reputación.
...21 . Los asuntos judiciales deben ser conducidos
con dignidad y decoro, que reflejen la importancia de
la función atribulda al .luez. quien debe ser un
¡nvest'gador de la verdad, para reconocerles a los
litigantes el derecho que les asista. " (Fojas 34-35)

Como señala el autor Aníbal Quiroga León. El Debido Proceso Legal en

el Perú y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, "El derecho de

obtener una decisión objetiva y materialmente justa es una garantía mínima

dentro del contenido esencial del Derecho at Debido Proceso Legal, que irnplica

no solo la obligación del órgano jurisdiccional de motivar sus decisiones

respecto a Ia controversia, sino también implica ia necesldad que la motivacion

efectuada sea conforme a los parámetros constitucionales y legalmente

establecidos," (Quiroga León, Aníbal, El Debido Proceso Legai en el Perú y el

Sistema Interamericano de Derechos Humanos, Editorial ldemsa, Segunda

Edición, Lima Perú, página 3'15-316)

Lo anterior significa que para que exista respeto al debido proceso en

sede administrativa debe existir coherencia entre la falla cometida nor el

administrado y la sanción impuesta por la Administración, pero Io fundatnentel

es que no puede señalarse una situación de legalidad y luego sancionarse por-

un hecho de conducta de falta a la ética, pues no existe congruencia en esa

decisión.

Debe existir identidad jurídica entre Io resuelto y las pretensiones. es

dec¡r, se debe garantrzar el principio de congruencia procesal. el cual consiste

según jurista panameño Jorge Fábrega Ponce, en la relacjón entre el medio
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probatorio y los hechos y peticiones consignados en la demanda o en la

contestación y decisión. Como también Io ha expresado Fábrega Ponce, Jorge,

en la obra Prlncipios Procesales, Editorial Cultural Portobelo. 2010. página. B'l-

82. cuando señala que en la Jurisprudencia Argentina: "el principio de la

congruencia cons¡ste en la congruencia que debe existir entre la sentencia y las

peticiones de Ias partes en cuanto a las personas. objeto y causa; es una

ineludible exigencia de cumplimiento de los principios sustanciales de juicio

relativos a la igualdad, bilateralidad, y equilibrio procesal. toda vez que la litis fija

los límites y los poderes del juez".

Con lo expuesto, debemos decir que toda infracción es merecedora de

una sanción, pero debe tener una misma naturaleza, como idénticas

consecuencias, por tales motjvos si la autoridad jurisdiccional, es decir ef

Tribunal Segundo Marítimo inició un proceso disciplinario en contra de la

funcionaria, y posteriormente fue acreditada dicha falta, debe sancionarla, po,'

esos m¡smos motivos, y no por otros d¡stintos, esto es asÍ, porque la aplicación

de las sanciones disciplinarias requiere. como presupLresto básico su sujeción al

principio de legalidad, y en materia administrativa este es un principro rector

toda vez gue es deber dei administrador cumplir con la Ley.

No esta demás recordar que el principio de legalidad, circunscribe el

ejercicio del poder público al ordenamiento jurídico que lo rige, de manera que

los actos de las autoridades, las decisiones que profieran y las gestiones que

realicen, esién en todo momento subordinadas a Io preceptuado y regulado

previamente en la Constitución y tas leyes." (Ossa Arbeláez, Jaime Derecho

Administrativo Sancionador, Una aproximación dogmática, Segunoa

Edición, Editorial Legis, 2009, página187).

Es precisamente en este punto en donde la autoridad nominadora incurr¡ó

en el error de aplicar una sancrón que no conespondía al proceso disclplinario

que se srguró a la licenciada De León Matos, pues al momento cje sancionaria lo

hizo equivocadamente y asÍ a quedado consignado en autos. Por tanto. debio
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apl¡car las sanciones estipLlladas en el Libro Primero, Titulo Xll det Código

Judicial que regula las faltas disciplinarias, y no asÍ las contenidas, en Libro

Primero, Título XVl, Conseio Judicial y Etica Judicial, Capítulo ll. que contempla

las faltas a la ética, a la iicenc¡ada De León, toda vez que los hechos por el cual

se le inició el proceso discíplinario correspondían por faltas disciplinarias, como

consta a fojas 1-37 del exped¡ente.

En consecuencja, el hecho que Ia sanción aplicada a Ia licenciada De

lLeón no era la correspond iente, por la falta disciplinaria endilgada entonces i¿:

Resolución de 1 de julio de 2004 es nula, porque no reúne los requisitos

exigidos por el ordenamiento juridico. para aplicar Ia sanción de destitución.

Finalmente. con respecto a la solicitud del pago de los salarios dejados

de percibir, es necesario advertir que Ia Sala Tercera de Ia Corte ha reiterado eir

diversas ocasiones que en cumplimiento a lo dispuesto en el aftículo 302 de la

Constitución PolÍtica de la República de Panamá, los dei-echos de los servidores

públicos para que puedan ser reconocidos, deben ser contemplados en una ley

formal. que los fije, determine y regule.

En consecuencia, el pago de los salarios caÍdos para que pueda hacerse

valer, debe ser reconocido a través de leyes con carácter general o específico,

que otorguen al servidor público tal prerrogativa, por Io que la viabilidad de toda

pretensión que en relación a este punto intente hacerse efectiva contra el

Estado, sólo prosperará en el caso que exista una norma con rango de ley

formal, aplicable de manera directa al caso, que lo haya dispuesto de manera

expresa.

En ese sentido, del examen íntegro de todas las circunstanc¡as !.

elementos que rodean el negocio, Ia Sala Tercera debe señalar. que La Ley Nc.

.19 de 199 1 que mod¡fica, adiciona. y deroga aigunas disposiciones del Libro

Primero, Título Xll, Carrera Judicial, del Código Judiciai, y el Acuerdo No.46 de

27 de septrembre de 1991 . que desarrolla el Reglamento de Carrera Judicial, no

contemplan el pago de los salarios caídos a los funcionarios de carrera judicial.



y por tanto menos podía concedérsele este derecho a la licenciada Sandra De

León Matos, toda vez que ella no es funcionaria de carrera judicial, ni goza de la

estabilidad a que se refiere el artículo 272 del código judicial, al haber ingresado

a la institución en el año 1992.

Por tales razones, debido a que las disposiciones anteriores no permiten

el pago de los salarios dejados de percibir a funcionarios de separados y luego

reintegrados a sus cargos, este Tribunal Colegiado no puede acceder al pago de

los salarios caídos que solicita Ia actora, y los derechos que se derivan del

ejercicio efectivo del cargo, es dec¡r, antigúedad, ascensos, jubilación y

sobresueldos.

En atención a las razones expuestas, toda vez que se ha comprobado el

cargo de violación del artículo 475 del Código Judicial alegado por Ia parte

actora, Io procedente es declarar la nulidad de la Resolución de1 de julio de

2004 dictada por el Segundo Tribunal Marítimo, y su acto confirmatorio.

En consecuencia, la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de Ia

Corte Suprema, administrando justicia en nombre de la República y por

autoridad de la Ley DECLARA QUE ES ILEGAL, Ia Resolución de '1 de julio de

2004, emitida por el Segundo Tribunal Marítimo de Panamá. así como su actc

confirmatorio, ORDENA al Segundo Tribunal Maritimo de Panamá, el reintegro

de Sandra De León lvlatos, con cédula de identidad personal No. 8-259-716, en

el cargo que desempeñaba en el momento en que se hizo efectivc su

destitucion o a otro cargo de igual jerarquía y salario de acuerdo a la estructura

de la institución, y NIEGA las demás pretensiones.

NOTIFiQUESE,

\)t!\\aee!

ABEL AU
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